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dejando al margen el efecto que la declaración de incons-
titucionalidad realizada en la STC 181/2000, de 29 de
junio, pudiera tener sobre un proceso concluido median-
te Sentencia con fuerza de cosa juzgada, de acuerdo
con lo dispuesto en los arts. 161.1 a) CE y 40 LOTC,
es lo cierto que en dicha Sentencia se resolvieron varias
cuestiones de inconstitucionalidad referidas a algunos
preceptos de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de
ordenación y supervisión de los seguros privados, sin
que fuera objeto de planteamiento ni del subsiguiente
examen la posible inconstitucionalidad de la disposición
adicional decimoquinta de la Ley 50/1998. La única
referencia a ésta se contiene en el fundamento jurídico 2
de la Sentencia, con el solo fin de excluir que la modi-
ficación que introduce en el apartado A) de la tabla V
del anexo de la Ley 30/1995 determinara la desapa-
rición o alteración del objeto del proceso constitucional,
llegando a tal conclusión tras constatar que la citada
modificación legal «entró en vigor el 1 de enero de 1999»
y que «no va acompañada de cláusula expresa de retroac-
tividad que pudiera servir de base para alcanzar con-
clusión distinta a la señalada». Pues bien, esta última
apreciación es un mero obiter dicta, sin influencia alguna
en el fallo, que en modo alguno puede legitimar al órgano
judicial para que, en vía de ejecución, modifique lo resuel-
to definitivamente en una previa Sentencia que había
adquirido firmeza.

Por consiguiente, hay que concluir que el Auto impug-
nado ha vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión de la demandante de amparo, en su ver-
tiente de intangibilidad de las resoluciones judiciales,
lo que debe determinar la anulación de la referida reso-
lución, con retroacción de las actuaciones al momento
anterior a haberse dictado, para que se proceda a eje-
cutar en sus propios términos la Sentencia recaída en
el juicio de faltas núm. 1384/98.

6. Distinta suerte deben correr las demás quejas
planteadas por la recurrente. Por un lado, no puede acep-
tarse la referida a la infracción del art. 9.3 CE, en relación
con el art. 20.4 de la Ley de contrato de seguro, en
cuanto al cálculo de los intereses que habrá de abonarle
la entidad aseguradora, pues dicho precepto no puede
ser invocado como fundamento del recurso de amparo,
ya que no consagra derecho fundamental alguno cuya
defensa pueda reclamarse ante este Tribunal, de con-
formidad con lo dispuesto en los arts. 53.2 CE y 41.1
LOTC (entre otras, SSTC 109/1987, de 29 de junio,
FJ 4; y 127/1990, de 5 de julio, FJ 2).

Por otro, la inexistencia de vulneración del derecho
a la vida y a la integridad física como consecuencia de
la reducción del período de incapacidad temporal indem-
nizable ya quedó razonada por parte de este Tribunal
en los fundamentos jurídicos 7 a 9 de la citada STC
181/2000. En concreto, dijimos en el fundamento 8
que el mandato constitucional de protección suficiente
de la vida y de la integridad personal «no significa que
el principio de total reparación del dañado encuentre
asiento en el art. 15 de la Constitución. Es cierto que
el instituto de la responsabilidad civil requiere, de modo
inexcusable, que se fije para aquellos bienes de la per-
sonalidad un valor patrimonial (pecunia doloris), puesto
que la reparación civil del daño descansa en el derecho
del dañado a percibir una indemnización. Cierto también
que, en el ejercicio de la pretensión resarcitoria de tales
bienes, aparecen integrados o aunados los conceptos
de reparación del estricto daño personal y de restable-
cimiento de los daños y perjuicios de índole patrimonial
que traen causa de la lesión a los bienes de la per-
sonalidad (vida e integridad física y moral). Sin embargo,
en el plano constitucional no es posible confundir la
reparación de los daños a la vida y a la integridad per-
sonal (art. 15 CE), con la restauración del equilibrio patri-

monial perdido como consecuencia de la muerte o de
las lesiones personales padecidas, pues el mandato de
especial protección que el art. 15 CE impone al legislador
se refiere estricta y exclusivamente a los mencionados
bienes de la personalidad (vida, integridad física y moral),
sin que pueda impropiamente extenderse a una realidad
jurídica distinta, cual es la del régimen legal de los even-
tuales perjuicios patrimoniales que pudieran derivarse
del daño producido en aquellos bienes.»

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente el recurso de amparo interpues-
to por doña María José Zamora Martínez y, en su virtud:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho de la
recurrente a la tutela judicial efectiva sin indefensión,
en la vertiente del derecho a la inmodificabilidad o intan-
gibilidad de las resoluciones judiciales (art. 24.1 CE).

2.o Restablecerla en el citado derecho y, a tal fin,
anular el Auto de la Sección Cuarta de la Audiencia Pro-
vincial de Murcia de 25 de octubre de 2001, recaído
en el recurso de apelación núm. 578-2001, interpuesto
frente al Auto del Juzgado de Instrucción núm. 4 de
Murcia, de fecha 25 de mayo de 2001, en diligencias
ejecutorias del juicio de faltas núm. 1348/98, tramitadas
bajo el núm. 955/99, retrotrayendo las actuaciones judi-
ciales al momento inmediatamente anterior al que se
dictó dicho Auto para que se pronuncie una nueva reso-
lución judicial respetuosa con el derecho fundamental
vulnerado.

3.o Desestimar el recurso de amparo en todo lo
demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de mayo de dos mil
cuatro.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado
y rubricado.

10766 Sala Segunda. Sentencia 90/2004, de 19 de
mayo de 2004. Recurso de amparo
1196-2002. Promovido por don Gaspar Cata-
lá Bover frente a las Sentencias de la Audien-
cia Provincial y de un Juzgado de Primera Ins-
tancia de Valencia que le condenaron al pago
de las cuotas colegiales reclamadas por el
Colegio de Secretarios, Interventores y Teso-
reros de Administración Local.
Vulneración del derecho de asociación:
STC 76/2003.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
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don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1196-2002, promovido
por don Gaspar Catalá Bover, representado por el Pro-
curador de los Tribunales don Ramón Rodríguez Noguei-
ra y asistido por el Abogado don José Vicente Belenguer
Mula, contra Sentencia núm. 58/2002, de 31 de enero,
de la Sección Novena de la Audiencia Provincial de Valen-
cia, recaída en el rollo núm. 653-2001, que desestima
el recurso de apelación interpuesto frente a la Sentencia
de fecha 15 de junio de 2001 del Juzgado de Primera
Instancia núm. 22 de Valencia, dimanante de autos del
juicio de cognición núm. 49-2001, la cual le condenaba
al pago de cuotas colegiales reclamadas por el Colegio
de Secretarios, Interventores y Tesoreros de Adminis-
tración local con habilitación de carácter nacional de
la provincia de Valencia. Ha intervenido el Ministerio Fis-
cal. Ha sido Ponente el Magistrado don Pablo Manuel
Cachón Villar, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 8 de noviembre de 2001
el Procurador de los Tribunales don Ramón Rodríguez
Nogueira, en nombre y representación de don Gaspar
Catalá Bover, interpuso recurso de amparo contra las
resoluciones citadas en el encabezamiento.

2. La demanda de amparo trae causa, en síntesis,
de los siguientes hechos:

a) El Colegio de Secretarios, Interventores y Teso-
reros de Administración Local de Valencia planteó
demanda contra el Sr. Catalá Bover, Secretario de Admi-
nistración Local, en reclamación de 90.000 pesetas,
importe al que ascendían las cuotas impagadas por
aquél.

b) El Sr. Catalá Bover se opuso a la demanda ale-
gando entre otras cuestiones la falta de legitimidad cons-
titucional de la obligatoriedad de la pertenencia al cole-
gio. La demanda fue estimada en su integridad por la
Sentencia dictada el 15 de junio de 2001 por el Juzgado
de Primera Instancia núm. 22 de Valencia.

c) Planteado recurso de apelación por el Sr. Catalá,
el mismo fue desestimado por la Sentencia dictada el
31 de enero de 2001 por la Sección Novena de la
Audiencia Provincial de Valencia.

3. El recurrente alega en su demanda de amparo
que la resolución judicial combatida vulnera, en primer
lugar, su derecho a la libertad de asociación, en su ver-
tiente negativa o derecho a no asociarse, que forma
parte del contenido del derecho fundamental recogido
en el art. 22 CE, al no haber sido acogida por las Sen-
tencias ahora impugnadas la excepción relativa a la falta
de legitimidad constitucional de la colegiación obliga-
toria para el ejercicio de la profesión de Secretario de
la Administración local con habilitación de carácter
nacional. Afirma el recurrente en amparo que el Colegio
de Secretarios, Interventores y Tesoreros de la Admi-
nistración local con habilitación de carácter nacional no
ejerce funciones que justifiquen la excepcionalidad de
tal medida (la colegiación obligatoria), ya que la orde-
nación, representación y defensa de la profesión y el
ejercicio de la potestad disciplinaria las lleva a cabo la
Administración. Señala además que no existe norma
legal habilitante de la creación del colegio. En efecto,

derogado el régimen jurídico de los funcionarios locales
con habilitación de carácter nacional, contenido en el
Decreto de 30 de mayo de 1952, desapareció la obli-
gatoriedad de la colegiación, que tampoco puede ampa-
rarse en ninguno de los distintos preceptos de la Ley
de colegios profesionales vigente.

En segundo lugar, considera el recurrente en amparo
que la Sentencia de la Audiencia vulnera el derecho a
la igualdad y no discriminación (art. 14 CE) porque la
exigencia de tal colegiación no es de aplicación en otros
lugares del territorio español, como en Aragón, Canarias
o Galicia, en donde su legislación autonómica establece
que los profesionales titulados que estén vinculados a
las Administraciones públicas no precisarán colegiarse
para el ejercicio de tales profesiones al servicio de las
Administración públicas. Así lo establecen el art. 18 de
la Ley de Aragón 12/1998, de 22 de diciembre, de
medidas tributarias, financieras y administrativas, el art.
9.3 de la Ley de Canarias 10/1990, sobre colegios pro-
fesionales, y el art. 3 de la Ley de Galicia 11/2001,
de 18 de septiembre, de colegios profesionales.

Termina la demanda de amparo suplicando mediante
otrosi digo la suspensión de los efectos ejecutivos de
la Sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia
impugnada, con fundamento en el art. 56 de la Ley Orgá-
nica del Tribunal Constitucional (LOTC).

4. Por providencia de 8 de mayo de 2003, la Sala
Segunda de este Tribunal acordó admitir a trámite la
demanda a condición de que se presentara escritura
de poder original en el plazo de diez días, ordenando
dirigir atenta comunicación a la Sección Novena de la
Audiencia Provincial de Valencia y al Juzgado de Primera
Instancia núm. 22 de esa ciudad para que remitieran
certificación o fotocopia adverada de las actuaciones
correspondientes, emplazando a quienes hubieran sido
parte en el procedimiento, excepto a la parte recurrente
en amparo.

Asimismo, por otra providencia de igual fecha, ordenó
dicha Sala la formación de pieza separada de suspensión,
concediendo al solicitante de amparo y al Ministerio Fis-
cal, conforme a lo dispuesto en el art. 56.1 LOTC, plazo
común de tres días para formular alegaciones en relación
con la suspensión solicitada. Respecto de esto segundo,
evacuado el trámite de alegaciones conferido, la Sala
Segunda del Tribunal Constitucional, por Auto de 14
de julio de 2003, acordó denegar la suspensión de la
ejecución de la Sentencia impugnada.

5. Mediante escrito registrado el 29 de mayo de
2003 se presentó por el Procurador don Ramón Rodrí-
guez Nogueira escritura de poder original acreditativa
de la representación conferida por el demandante de
amparo.

6. Por diligencia de ordenación de la Sala Segunda
del Tribunal Constitucional de 18 de septiembre de 2003
se acordó dar vista de las actuaciones recibidas a las
partes personadas y al Ministerio Fiscal por plazo común
de veinte días para presentar las alegaciones que esti-
masen pertinentes.

7. La representación procesal del demandante de
amparo evacuó el trámite de alegaciones conferido
mediante escrito registrado en fecha 24 de septiembre
de 2003, en el que dio por reiteradas las efectuadas
en el escrito de demanda, interesando se dictara Sen-
tencia otorgando al recurrente el amparo solicitado en
los términos que constan en la demanda formulada.

8. El Ministerio Fiscal evacuó el trámite de alega-
ciones conferido mediante escrito registrado en fecha
14 de octubre de 2003. En relación con la supuesta
vulneración del derecho de asociación como consecuen-
cia de la imposición de la colegiación obligatoria, el Minis-
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terio Fiscal, tras reproducir la doctrina constitucional
recogida al respecto, en primer lugar, se refiere a la exi-
gencia de la reserva de Ley consagrada en este caso
en el art. 36 CE, llegando a la conclusión de que el
examen de la legislación aplicable en este supuesto per-
mite afirmar que dicho requisito aparece observado de
manera suficiente. En segundo lugar estima que otra
cautela que debe de ser observada —a fin de que la
creación de un colegio profesional y la adscripción
obligatoria al mismo no sean incompatibles con el
art. 22 CE— es la de que el colegio en cuestión cumpla
fines públicos relevantes, concluyendo que como las fun-
ciones esenciales son desempeñadas por la Adminis-
tración debe considerarse vulnerada la libertad de no
asociarse del recurrente, que forma parte del contenido
del derecho de asociación ex art. 22 CE.

En relación con la denunciada infracción del principio
de igualdad y de no discriminación (art. 14 CE), el Minis-
terio Fiscal considera, a la vista de lo argumentado en
relación con la supuesta vulneración del art. 22 CE, que
resulta innecesario el examen de esta pretensión. Ade-
más añade que no se ha agotado la vía judicial previa,
y que en cualquier caso la pretensión debe ser deses-
timada, ya que, estando reconocida competencia nor-
mativa sobre la materia a las Comunidades Autónomas,
las diferentes regulaciones que puedan observarse entre
unas y otras no entrañan necesariamente una vulnera-
ción del art. 14 CE, como así lo viene declarando este
Tribunal desde la STC 37/1981, de 16 de noviembre.

Por último, en lo que se refiere a la extensión del
amparo que debe otorgarse señala el Ministerio Fiscal
que, habida cuenta de que no consta que el recurrente
haya solicitado la baja ni que haya impugnado su even-
tual denegación, debe limitarse a la anulación de la con-
dena al pago de la cuotas, en la medida en que dicho
pago tiene su causa en la obligatoriedad de la perte-
nencia del demandante de amparo a dicho colegio.

9. Por providencia de 17 de mayo de 2004 se seña-
ló para la deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 19 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La presente demanda de amparo tiene por objeto
la impugnación de la Sentencia de la Sección Novena
de la Audiencia Provincial de Valencia, núm. 58/2002,
de 31 de enero, que desestimó el recurso de apelación
interpuesto contra la Sentencia de fecha 15 de junio
de 2001 del Juzgado de Primera Instancia núm. 22 de
Valencia. Esta última Sentencia había condenado al aho-
ra recurrente en amparo, Secretario de la Administración
Local con habilitación de carácter nacional, al pago de
la cantidad reclamada por el Colegio de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de Administración Local con habi-
litación de carácter nacional de la provincia de Valencia,
en concepto de impago de las cuotas colegiales.

El solicitante de amparo, con base en la argumen-
tación de la que se ha dejado constancia en los ante-
cedentes de esta Sentencia, imputa a las resoluciones
judiciales impugnadas la vulneración del derecho a la
libertad de asociación en su vertiente negativa (art. 22
CE) y del derecho a la igualdad y no discriminación (art.
14 CE). Se fundamenta tal imputación en que las Sen-
tencias ahora impugnadas no han considerado incons-
titucional la exigencia de la incorporación obligatoria al
Colegio de Secretarios, Interventores y Tesoreros de
Administración local con habilitación de carácter nacio-
nal de la provincia de Valencia, que ha sido la causa
determinante de la estimación de la demanda contra
él dirigida por el mencionado colegio. Con los respectivos
argumentos que se han reseñado en los antecedentes
de esta Sentencia el Ministerio Fiscal interesa el otor-
gamiento del amparo solicitado.

2. Ante todo debe ponerse de relieve que el pro-
blema planteado en el presente recurso es idéntico al
que fue objeto del recurso de amparo resuelto por Sen-
tencia del Pleno de este Tribunal núm. 76/2003, de
23 de abril (con doctrina reiterada en las SSTC 96/2003,
de 22 de mayo, 108/2003, de 6 de junio, 120/2003,
de 16 de junio, 149/2003, de 14 de julio, 183/2003,
de 20 de octubre y 201/2003, de 10 de noviembre).
En consecuencia cabe traer aquí los argumentos de aque-
lla decisión por ser perfectamente aplicables al caso que
nos ocupa, y que conducen a la estimación del presente
recurso de amparo.

3. Se alega, en primer lugar, que las resoluciones
judiciales impugnadas han vulnerado el derecho del
recurrente en amparo a la libertad de asociación en su
vertiente negativa (art. 22 CE).

Según se afirma en la expresada STC 76/2003, en
relación con el requisito de la reserva de ley para imponer
la colegiación obligatoria, el cumplimiento o no de dicha
reserva no puede ser por sí sólo el elemento directa-
mente determinante de la solución que deba darse a
la cuestión atinente a la alegada vulneración de la liber-
tad negativa de asociación. De la descripción de la evo-
lución normativa de los Colegios de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de Administración Local con habi-
litación de carácter nacional y, en concreto, del Colegio
de Valencia, resulta que la existencia del colegio y la
previsión de la colegiación obligatoria derivan, como
ocurre en otros casos, de normas preconstitucionales.
Pues bien, ello no implica, de conformidad con una doc-
trina constitucional consolidada, la nulidad de las refe-
ridas disposiciones infralegales por el hecho de que pos-
teriormente la Constitución haya exigido un determinado
rango para la regulación de tales materias.

El examen de la cuestión planteada requiere traer
a colación la doctrina constitucional, perfilada por el Ple-
no de este Tribunal en la STC 194/1998, de 1 de octu-
bre, sobre la relación entre los colegios profesionales,
la exigencia de la colegiación obligatoria y el derecho
de asociación que garantiza el art. 22 CE (FFJJ 3 y 4).
A tal efecto ha de tenerse en cuenta que, en definitiva,
los miembros del colegio aquí en cuestión son funcio-
narios públicos que ejercen su actividad profesional
exclusivamente en el ámbito de la Administración pública
e integrados en una organización administrativa —por
tanto, de carácter público—, sin poder desempeñarla pri-
vadamente, siendo la propia Administración pública la
destinataria inmediata de los servicios prestados por
ellos. A las precedentes consideraciones debe añadirse
que el poder público ha procedido a una completa deli-
mitación y regulación tanto del ejercicio de la actividad
profesional de los Secretarios, Interventores y Tesoreros
de Administración Local con habilitación de carácter
nacional como del estatuto propio de quienes la desem-
peñan.

Por otra parte, la lectura de los fines esenciales de
la organización colegial y la del elenco de funciones,
plasmación de aquellos fines que corresponden a los
colegios, conduce a concluir que, aun reconociendo su
importancia y alcance, no presentan una relevancia tal
en la ordenación del ejercicio de la profesión a fin de
garantizar el correcto desempeño de la misma, que per-
mita identificar, al menos con la intensidad suficiente,
la existencia de intereses públicos constitucionalmente
relevantes que pudieran justificar en este caso la exi-
gencia de la colegiación obligatoria.

Así pues, a diferencia de otros casos que han sido
objeto de la consideración de este Tribunal, la exigencia
de colegiación obligatoria no se presenta como un ins-
trumento necesario para la ordenación de la actividad
profesional de los Secretarios, Interventores y Tesoreros
de la Administración Local con habilitación de carácter
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nacional a fin de garantizar el correcto desempeño de
la misma y los intereses de quienes son los destinatarios
de los servicios prestados por dichos profesionales.

Con base en las precedentes consideraciones ha de
concluirse que las resoluciones judiciales impugnadas,
al aceptar como dato determinante para la solución de
la reclamación de cantidad objeto del proceso a quo
la adscripción obligatoria del recurrente al Colegio de
Secretarios, Interventores y Tesoreros de Administración
Local con habilitación de carácter nacional de la pro-
vincia de Valencia, lesionaron el derecho a la libertad
de asociación en su vertiente negativa (art. 22 CE), lo
que conduce a la anulación de dichas Sentencias.

4. El demandante de amparo considera que también
ha resultado vulnerado el derecho a la igualdad y no
discriminación (art. 14 CE), dado que la colegiación obli-
gatoria de los Secretarios, Interventores y Tesoreros de
la Administración Local no es exigida en todas las Comu-
nidades Autónomas, pues en la normativa de algunas
de ellas se exceptúa el cumplimiento de tal requisito
en relación con los funcionarios o personal que preste
servicios en sus Administraciones.

Para desestimar en este extremo la queja del recurren-
te en amparo es suficiente con recordar, como este Tri-
bunal ya tiene declarado, y sin necesidad de entrar en
otro tipo de consideraciones, que el principio constitu-
cional de igualdad no impone que todas las Comuni-
dades Autónomas ostenten las mismas competencias,
ni, menos aún, que tengan que ejercerlas de una manera
o con un contenido y unos resultados idénticos o seme-
jantes, pues la autonomía significa precisamente la capa-
cidad de cada Comunidad para decidir cómo ejercer sus
propias competencias, en el marco de la Constitución
y del Estatuto. Por tal razón no resulta necesariamente
infringido el principio de igualdad y de no discriminación
(art. 14 CE) si, como es lógico, de dicho ejercicio derivan
desigualdades en la posición jurídica de los ciudadanos
residentes en cada una de las distintas Comunidades
Autónomas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente la presente demanda de amparo
promovida por don Gaspar Catalá Bover y, en su virtud:

1.o Declarar vulnerado el derecho del recurrente en
amparo a la libertad de asociación (art. 22 CE) en su
vertiente negativa.

2.o Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, declarar
la nulidad de la Sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 22 de Valencia, de fecha 15 de junio de
2001, recaída en los autos del juicio de cognición núm.
49-2001, así como la nulidad de la Sentencia de la Sec-
ción Novena de la Audiencia Provincial de Valencia, de
fecha de 31 de enero de 2002, recaída en el rollo de
apelación núm. 653-2001.

3.o Desestimar la demanda de amparo en todo lo
demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

En Madrid, diecinueve de mayo de dos mil cuatro.—To-
más S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vicente Con-
de Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Elisa
Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

10767 Sala Segunda. Sentencia 91/2004, de 19 de
mayo de 2004. Recurso de amparo
6047-2002. Promovido por don José Ariz-
mendi Oyarzabal frente a los Autos del Juz-
gado de Vigilancia Penitenciaria de Extrema-
dura y la resolución del Centro Penitenciario
de Badajoz sobre sanción por falta de respeto
a un funcionario.
Supuesta vulneración del derecho al proceso
con garantías, y vulneración de los derechos
a la prueba y a la tutela judicial efectiva (mo-
tivación): asesoramiento por otro interno;
denegación arbitraria de la prueba solicitada
por el preso para contradecir el parte del fun-
cionario; resoluciones judiciales estereotipa-
das.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 6047-2002, promovido
por don José Arizmendi Oyarzabal, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Marta Saint-Aubin
Alonso y asistido por el Abogado don Manuel Luis Martín
Summers, contra los Autos de 12 de agosto y de 24
de septiembre de 2002 dictados por el Juzgado de Vigi-
lancia Penitenciaria núm. 1 de Extremadura en el expe-
diente 1274-2002, así como contra el Acuerdo sancio-
nador de 5 de junio de 2002 de la Comisión Disciplinaria
del Centro Penitenciario de Badajoz (expediente
140-2002). Han intervenido el Ministerio Fiscal y el Abo-
gado del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado don
Tomás S. Vives Antón, quien expresa el parecer de la
Sala.

I. Antecedentes

1. Con fecha de 28 de octubre de 2002 fue regis-
trado en el Tribunal Constitucional escrito en nombre
del interno del Centro Penitenciario de Badajoz don José
Arizmendi Oyarzabal interponiendo recurso de amparo
frente los Autos pronunciados por el Juzgado de Vigi-
lancia Penitenciaria de Extremadura núm. 1 en el expe-
diente 1274-2002.

2. Del referido escrito inicial, de la demanda de
amparo y de las actuaciones seguidas en el caso, resulta
lo siguiente:

a) El día 14 de abril de 2002, en el Centro Peni-
tenciario de Badajoz, por dos funcionarios se elevó al
Jefe de Servicios parte de incidencias relativo a deter-
minadas manifestaciones con las que el demandante
de amparo, interno en el establecimiento, se había diri-
gido a aquellos funcionarios.

El interno fue sometido a un expediente disciplinario
sancionador (núm. 140/02) incoado el 27 de abril de
2002, en cuyo pliego de cargos se le imputaron los
siguientes hechos:

«El día 14-04-02 Vd. Se dirigió a los funcionarios a
voces, exigiendo efectuar su llamada telefónica, diciendo
que le estaban privando de sus derechos y amenazando
con denunciarles. Posteriormente le fue autorizado efec-
tuar la llamada telefónica, cuando las circunstancias regi-


